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Honorable  
JUEZ DEL CIRCUITO DE CARTAGENA D.T Y C. 
Ciudad  
 
 
 
Referencia:   ACCIÓN DE TUTELA   
Accionante:   VIRGINIA MALAMBO RODRIGUEZ 
Accionados:  DISTRITO DE CARTAGENA  
 
 
VIRGINIA MALAMBO RODRIGUEZ, mayor de edad y domiciliada en la ciudad de 
Cartagena, identificada con la cédula de ciudadanía número 45.450.144 de 
Cartagena, actuando en nombre propio, interpongo ACCIÓN DE TUTELA contra el 
DISTRITO DE CARTAGENA, en adelante Distrito, por la violación de mi derecho 
fundamental al trabajo y al debido proceso, con ocasión de la terminación de la 
cargo de provisionalidad, mediante Decreto  0971 del 14 de octubre de 2020, 
comunicado por la oficina de Talento humano el  día 15 de octubre de 2020,  fecha 
en que me fue notificado mi remplazo, situación que explicare con mas detalle en 
los siguientes 
 
 

I. HECHOS 
 
PRIMERO: Después de haber cumplido (16) años como contratista del Distrito de 
Cartagena, vinculada a travès de contrato de prestación de servicios como apoyo a 
la gestión, me dieron la oportunidad de entrar como funcionaria de planta en 
provisionalidad, en el cargo de secretaria Código 440 grado 03, cargo que ocupe 
desde el 29 de diciembre de 2017 y que desempeñe hasta el 15 de octubre de la 
presente anualidad, cuando me fue notificada la terminación de mi vinculación con 
el Distrito de Cartagena. 
 
SEGUNDO: El Distrito de Cartagena adelanto concurso público No. 771 de 2018, 
convocando el cargo que ocupo como secretaria Código 440 grado 03, dentro de 
grupo de empleos vacantes a proveer. 
 
TERCERO: Como resultado del concurso, se nombro al ganador dentro del mismo 
para ocupar mi cargo, situación que me fue notificada a travès de Decreto 0971 del 
14 de septiembre de 2020  
 
CUARTO: Actualmente padezco HTA controlada bajo medicación prescrita hace 
más de 10 años, además, antecedentes de gonartrosis primaria bilateral de 
aproximadamente 2 años de evolución.  Para el momento me encuentro bajo Un 
Hallazgos Relacionados Con Condromalacia Patelar Sinovitis Severa miembro 
inferior en estudio con diferentes ayudas diagnósticas y medicación 
correspondiente, e interconsultas con nefrología en espera.  
 
QUINTO: De esta situación, informe a la oficina de Talento Humano del Distrito de 
Cartagena mediante oficio AMC-OFI-0088180-2020, allegando las 
correspondientes incapacidades médicas, las cuales relaciono a continuaciòn: 
 
Incapacidad Hallazgo en la Pierna Izquierda con Celulitis Severa  
1: Incapacidad del 15 de septiembre de 2020 por 10 días 
2: Incapacidad del 30 de septiembre de 2020 por 15 días 
3: Incapacidad del 15 de octubre de 2020 por 3 días 
4: Incapacidad del 20 octubre de 2020 por 7 días 
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SEXTO: Pese a que informe de mi condición médica y allegue las incapacidades 
correspondientes, el Distrito de Cartagena, me retiro del cargo, sin tener en 
cuenta que aún me encuentro incapacitada. 
 
 
SEPTIMO: Soy madre cabeza de familia, pues tengo bajo mi cargo, la manutención 
de mi grupo familiar, en especial, la de mi madre de 88 años quien es adulto mayor, 
no está en capacidad para trabajar y no tiene una pensión para subsistir. Adicional 
a ello, soy la responsable del ingreso económico de mi familia en forma permanente, 
situación que acredito mediante declaración realizada ante notario del circulo 
notarial de Cartagena. 
 
 
OCTAVO: Estoy en condición de Pre pensionada, pues tengo 57 años de edad y 
me faltan varias semanas para obtener mi pensión de vejez, tal como consta en 
certificado emitido por el fondo de pensiones,  el cual adjunto para lo pertinente. 
 
 
 

II. PRETENSION 
 
1. AMPARAR mi derecho fundamental a la ESTABILIDAD LABORAL 

REFORZADA por encontrarme en condición de prepensionada, y, en 

consecuencia, se ordene mi nombramiento y posesión en otro cargo de la planta 

de personal de la Alcaldía Mayor de Cartagena de igual o de mejores condiciones 

al que actualmente ocupo hasta tanto no cumpla con los requisitos de ley para 

acceder a mi pensión de vejez. 

 

2. Se ordene de manera inmediata, a agotar todos los trámites administrativos 

necesarios y pertinentes para que la Alcaldía Mayor de Cartagena D.T. y C. realice 

mi nombramiento y posesión en otro cargo de la planta de personal de igual o de 

mejores condiciones al que actualmente ocupo, o en aquellos cargos que han sido 

declarados en vacancia definitiva en virtud de alguna de las causales de retiro del 

servicio consagradas en el artículo 41 de la ley 909 de 2004; o aquellos que fueron 

declarados en vacancia definitiva en virtud de alguna de las casuales consagradas 

en el artículo 41 de la Ley 909 de 2004 posterior a la fecha de la convocatoria 

mencionada y que al momento de su apertura estaban provistos con personal en 

carrera administrativa; o aquellos cargos para los cuales el concurso fue declarado 

desierto, haciendo uso de la lista de elegible para el cargo al que concursé y/o de 

manera subsidiaria en algún otro cargo de carácter equivalente dentro de la planta 

Global de personal de la entidad. 

 

3. PREVENIR a la ALCALDÍA MAYOR DE CARTAGENA D.T. Y C. que no 

incurra en las acciones que dieron lugar a la presente acción de tutela.  
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III. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA ACCIÓN 
 
COMPETENCIA  

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 37 del Decreto 2591 de 19911  y el 

numeral 2º del artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1983 de 20172 este Despacho es 

competente para pronunciarse de fondo en el presente asunto.   

 

PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA  

 

Previo al análisis de fondo de cualquier caso, el juez constitucional debe verificar la 

procedibilidad del mecanismo de amparo en armonía con lo previsto en el artículo 

86 Superior y, los artículos 1º y 6º del Decreto 2591 de 1991. Así pues, los requisitos 

de procedencia de la acción de tutela a evaluar en esta oportunidad, son: i) 

legitimación de las partes (activa y pasiva); ii) interposición de la acción en un 

término razonable (inmediatez) y, iii) inexistencia o agotamiento de los medios de 

defensa judicial (subsidiariedad). 

 

LEGITIMACIÓN DE LAS PARTES 

 

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 10 del decreto 2591 de 1991, la 

acción de tutela puede ser ejercida de manera directa por cualquier persona que 

considere amenazados o vulnerados sus derechos fundamentales, razón por la 

cual, me encuentro legitimada para interponer en nombre propio el mecanismo 

constitucional de la referencia.  

 

De conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 5º del Decreto 2591 

de 1991, la Alcaldía Mayor de Cartagena es demandable a través de la acción 

constitucional por cuanto se le acusa de haber incurrido en la posible vulneración 

de mi derecho fundamental a la estabilidad laboral reforzada al proferir el Decreto 

1281 del 14 de octubre de 2020, mediante el cual se dio terminación del 

nombramiento en provisionalidad que hasta la fecha venía desempeñando en el 

empleo denominado Técnico Operativo, Grado 25 en la Secretaria de 

Infraestructura 

 

INMEDIATEZ 

 

En cuanto al cumplimiento del requisito de inmediatez.  Al respecto, se ha indicado 

por la jurisprudencia que la acción de tutela debe promoverse dentro de un plazo 

razonable, compatible con la urgencia en la satisfacción de los derechos, la que a 

su vez se explica en el vínculo entre el mantenimiento en el empleo público 

del prepensionado y la satisfacción de su derecho al mínimo vital.  Para la 

Corte, “[t]ratándose de la inmediatez como presupuesto procesal del ejercicio de la 

acción de tutela, cabe recordar que al ser declarado inexequible el artículo 11 del 

Decreto 2591 de 19913, no hay un término de caducidad para su interposición; con 

todo, ésta debe incoarse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser ponderado 

 
1 Por el cual se reglamenta la acción de tutela consagrada en el artículo 86 de la Constitución Política.  

2 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Justicia y del Derecho”.   

3 Corte Constitucional, sentencia C-543 de 1992 
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por el juez en cada caso concreto.|| En efecto, como ha indicado esta misma Sala 

de Revisión, “no es entendible que quien esté padeciendo un serio quebrantamiento 

contra un derecho de tal calidad, retarde la petición de protección, acudiendo a un 

mecanismo precisamente caracterizado por ser preferente, sumario y propiciador 

de inmediato amparo (art. 86 Const.)4”. En este caso, la acción de amparo fue 

presentada en tiempo prudente, puesto que aborda hechos que se están ejecutando 

actualmente de forma continua y sucesiva.  

 

SUBSIDIARIEDAD 

 

El inciso 3° del artículo 86 de la Constitución, somete el ejercicio de la acción de 

amparo al principio de subsidiariedad, al señalar que la misma “solo procederá 

cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial”, o cuando se 

utilice “como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.  

 

Sobre el mismo asunto, el numeral 1º, del artículo 6º, del Decreto 2591 de 19915, 

señala que aquella será improcedente siempre que existan “otros recursos o medios 

de defensa judiciales”, salvo que los mismos, atendiendo las circunstancias del caso 

concreto, carezcan de idoneidad o sean ineficaces para enfrentar la amenaza o la 

vulneración a los derechos fundamentales.  

 

En resumen, se puede hacer uso de la acción constitucional en los siguientes 

escenarios:  

 
(i) Cuando la persona afectada de sus derechos fundamentales no disponga de otro 

medio de defensa judicial, en este tipo de casos, la tutela procede como mecanismo 

principal y definitivo de defensa6;   

 

(ii) En los casos que a pesar de existir otros medios ordinarios de defensa, la acción 

de amparo se promueve como mecanismo transitorio, siempre y cuando el 

demandante demuestre la eminente ocurrencia de un perjuicio irremediable, en estos 

asuntos la orden de protección tendrá efectos temporales sólo hasta el momento en 

que la autoridad judicial competente decida en forma definitiva el conflicto 

suscitado7;  

 

(iii)  Finalmente se puede acudir a la acción de tutela aun existiendo un medio judicial 

ordinario para dirimir el asunto, siempre que este no sea idóneo o resulte ineficaz 

para hacer cesar la amenaza o la vulneración a los derechos fundamentales, teniendo 

en cuenta las circunstancias en que se encuentra el solicitante. En estos eventos, la 

tutela procede como mecanismo principal y definitivo de defensa8.  

 

En la sentencia T-186 de 2013, la Corte al referirse a la procedencia de la acción de 

tutela para dirimir este tipo de asuntos, precisó que, de conformidad con lo 

establecido en el artículo 86 C.P., ante la existencia de un mecanismo judicial 

principal para resolver la presunta vulneración de derechos fundamentales, la 

 

4 Corte Constitucional, sentencia T-547 de 2011 y T-272 de 2012. 

5 Numeral 1º del artículo 6 del Decreto 2591 de 1991: “Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá: 1. cuando existan otros recursos o medios 

de defensa judiciales, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, 

en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante”. 

6 Decreto 2591 de 1991.  

7 Ver artículo 8º del Decreto 2591 de 1991. 

8 Ver Sentencia T-128 de 2016, M.P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo.  
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acción de tutela solo procederá ante la inminencia de un perjuicio 

irremediable.  Para el caso objeto de examen, la jurisprudencia ha distinguido entre 

dos requisitos fácticos para dicha procedencia: (i) la estructuración de la 

mencionada inminencia, y, (ii) la necesidad de cumplir con el requisito de 

inmediatez. 

En cuanto al primer aspecto, se ha considerado que el afectado debe demostrar 

probatoriamente que su exclusión del empleo público lo pone en una situación 

de extrema vulnerabilidad, generalmente relacionada con la afectación cierta 

y verificable de su derecho al mínimo vital.  Sobre el particular, la Corte ha 

indicado que:  

 

“…por regla general la acción de tutela es improcedente cuando se solicita el 

reintegro de empleados públicos a sus cargos, pues para controvertir los 

actos administrativos, por medio de los cuales la administración decide 

separarlos de los mismos, existe la acción de nulidad y restablecimiento del 

derecho ante la jurisdicción contencioso administrativa, la cual desplaza a la 

acción de tutela. || No obstante lo anterior, la Corte Constitucional ha 

admitido la procedencia excepcional de la tutela para solicitar el reintegro de 

servidores públicos a los cargos de los que han sido desvinculados, cuando 

en el caso concreto se advierte la vulneración de un derecho fundamental y 

se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable, toda vez que en estos 

eventos la acción de nulidad y restablecimiento del derecho no proporciona 

una protección eficaz y adecuada a los derechos amenazados o vulnerados9.”  

  

Conforme a la misma jurisprudencia y llevado este argumento al caso analizado, es 

claro que las acciones contenciosas no se muestran idóneas para garantizar los 

derechos de las personas próximas a pensionarse y quienes dependen 

económicamente del ingreso derivado del ejercicio del cargo público.  Ello debido a 

que la duración usual de estos procesos excede ampliamente los requerimientos 

propios de la satisfacción del mínimo vital del afectado. Por ende, como lo ha 

señalado la Corte, dicha tesis de improcedencia “… se fundamenta en las siguientes 

premisas: el reconocimiento de un derecho pensional, de acuerdo con lo establecido 

por esta Corporación10, debe darse en el término de 4 meses, y la inclusión en 

nómina de pensionados del interesado, en un término de 2 meses adicionales; de 

otra parte, según jurisprudencia constante de este Tribunal, la suspensión extendida 

en el pago de salarios, por más de dos meses, permite presumir la afectación al 

mínimo vital (SU-955 de 2000). En ese marco, para que el mecanismo judicial sea 

efectivo, debería asegurar una respuesta en el término de 2 a 3 meses o, en 

cualquier caso, en un término inferior a 6 meses.|| No hace falta recurrir a 

estadísticas relacionadas con el nivel de congestionamiento o la duración en 

promedio de un proceso judicial para asumir que difícilmente la respuesta al 

problema jurídico podría producirse en menos de 6 meses, pues esa situación 

puede considerarse un hecho notorio. Por lo tanto, en este escenario constitucional 

y, específicamente, si el propósito de la acción es evitar la solución de continuidad 

entre el pago de salarios y el pago de pensiones, los mecanismos judiciales 

alternativos (plausiblemente la acción de nulidad y restablecimiento del derecho) 

 

9 Corte Constitucional, sentencia T-017/12. 

10 Corte Constitucional, Sentencia SU-975 de 2003. 
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carecen de efectividad suficiente para la protección de los derechos fundamentales 

amenazados11”.  

 

Superado el análisis de procedencia, pasaremos abordar algunas temáticas 

importantes relacionadas con el asunto de fondo, veamos:  

 

• Requisitos para obtener pensión de vejez en Colombia:  

 

El artículo 9º de la Ley 797 de 200312,  en su artículo 9º reglamentado parcialmente 

por el Decreto Nacional 510 de 2003, el cual señaló que el artículo 33 de la Ley 100 

de 1993 quedará así:  

 

Artículo 33. Requisitos para obtener la Pensión de Vejez. Para tener el 

derecho a la Pensión de Vejez, el afiliado deberá reunir las siguientes 

condiciones:  

 

1. Haber cumplido cincuenta y cinco (55) años de edad si es mujer o 

sesenta (60) años si es hombre. A partir del 1° de enero del año 2014 la 

edad se incrementará a cincuenta y siete (57) años de edad para la 

mujer, y sesenta y dos (62) años para el hombre.  

 

2. Haber cotizado un mínimo de mil (1000) semanas en cualquier tiempo. 

A partir del 1° de enero del año 2005 el número de semanas se 

incrementará en 50 y a partir del 1° de enero de 2006 se incrementará en 

25 cada año hasta llegar a 1.300 semanas en el año 2015. Parágrafo 1°. 

Para efectos del cómputo de las semanas a que se refiere el presente 

artículo, se tendrá en cuenta:  

 

a) El número de semanas cotizadas en cualquiera de los dos regímenes 

del sistema general de pensiones; b) El tiempo de servicio como 

servidores públicos remunerados, incluyendo los tiempos servidos en 

regímenes exceptuados;  

 

c) El tiempo de servicio como trabajadores vinculados con empleadores 

que antes de la vigencia de la Ley 100 de 1993 tenían a su cargo el 

reconocimiento y pago de la pensión, siempre y cuando la vinculación 

laboral se encontrara vigente o se haya iniciado con posterioridad a la 

vigencia de la Ley 100 de 1993.  

 

d) El tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquellos 

empleadores que por omisión no hubieren afiliado al trabajador.  

 

e) El número de semanas cotizadas a cajas previsionales del sector 

privado que antes de la Ley 100 de 1993 tuviesen a su cargo el 

reconocimiento y pago de la pensión. (...)" 

 

 

11 Corte Constitucional, sentencia T-729 de 2010. 

12 Por la cual se reforman algunas disposiciones del sistema general de pensiones previsto en la Ley 100 de 

1993 y se adoptan disposiciones sobre los Regímenes Pensionales exceptuados y especiales. 
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• Requisitos para obtener la calidad de prepensionado en Colombia: 

 

Un prepensionado es aquella persona a la que le faltan 3 años para cumplir los 

requisitos para acceder a la pensión de vejez. Así lo indicó la corte constitucional en 

sentencia T-357 de 2016, providencia en la que define la calidad de prepensionado 

en los siguientes términos: 

 

«Tiene la condición de prepensionable toda persona con contrato de 

trabajo que le falten tres (3) o menos años para reunir los requisitos de 

edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para obtener el disfrute 

de la pensión de jubilación o vejez.» 

 

 

• Acciones afirmativas en favor de empleados provisionales que se 

encuentran en situaciones especiales 

 

La Corte Constitucional ha reconocido que dentro de las personas que ocupan en 

provisionalidad cargos de carrera, pueden encontrarse sujetos de especial 

protección constitucional, como las madres y padres cabeza de familia, quienes 

están próximos a pensionarse y las personas en situación de discapacidad, a los 

que, si bien, por esa sola circunstancia no se les otorga un derecho indefinido a 

permanecer en ese tipo de vinculación laboral, en virtud del derecho ostentado por 

las personas que acceden por concurso de méritos, sí surge una obligación jurídico 

constitucional (art. 13) de propiciarse un trato preferencial como medida de acción 

afirmativa13. 

En efecto, la Corte Constitucional ha reconocido que cuando un empleado ocupa 

en provisionalidad un cargo de carrera y es, además, sujeto de especial protección 

constitucional, “concurre una relación de dependencia intrínseca entre la 

permanencia en el empleo público y la garantía de sus derechos fundamentales, 

particularmente el mínimo vital y la igualdad de oportunidades. De allí que se 

sostenga por la jurisprudencia que la eficacia de esos derechos depende del 

reconocimiento de estabilidad laboral en aquellos casos, a través de un ejercicio de 

ponderación entre tales derechos y los principios que informan la carrera 

administrativa”14. 

Si bien los empleados provisionales que se encuentran en situaciones especiales 

no tienen un derecho a permanecer de manera indefinida en el cargo, pues este 

debe proveerse por medio de un concurso de méritos, sí debe otorgárseles un trato 

preferencial como acción afirmativa15, antes de efectuar el nombramiento de 

 

13 Este razonamiento se impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de 2011 en la 
cual la Corte no amparó los derechos de las personas que ocupaban cargos en provisionalidad, en situación de 

debilidad manifiesta y que habían sido reemplazados por empleados de carrera en la Fiscalía de General de la 

Nación. Aun así, en dicha ocasión la Corporación planteó que, aunque primaban los derechos de acceder al 
cargo de los empleados de carrera, la entidad tenía el deber constitucional de emplear medidas de acción 

afirmativa tendientes a proteger efectivamente el especial contexto de las personas vinculadas en 
provisionalidad. 

14 Sentencia T-186 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva). 

15 En relación con este aspecto de la acción afirmativa pueden ser consultadas las sentencias SU-446 de 2011 
(MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub) y T-186 de 2013 (MP Luis Ernesto Vargas Silva). Este razonamiento se 

impuso por la Sala Plena de la Corporación en la providencia SU-446 de 2011, en la cual se planteó que, 

aunque primaban los derechos de acceder al cargo de los empleados de carrera, la entidad (Fiscalía General 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#13


                       

8 
 

quienes ocuparon los primeros puestos en la lista de elegibles del respectivo 

concurso de méritos, con el fin de garantizar el goce efectivo de sus derechos 

fundamentales. 

Lo anterior en virtud de los mandatos contenidos en los incisos 2º y 3º del 

artículo 13 de la Constitución Política, relativos a la adopción de medidas de 

protección a favor de grupos vulnerables y personas en condición de debilidad 

manifiesta, y en las cláusulas constitucionales que consagran una protección 

reforzada para ciertos grupos sociales, tales como las madres cabeza de 

familia (art. 43 CP), los niños (art. 44 CP), las personas de la tercera 

edad (art. 46 CP) y las personas con discapacidad (art. 47 CP)16. 

En relación con la estabilidad laboral relativa de que gozan los empleados que 

ocupan cargos de carrera en provisionalidad, la Corte Constitucional ha señalado 

algunas medidas que pueden adoptarse para garantizar los derechos 

fundamentales de quienes ameritan una especial protección constitucional por estar 

en condiciones de vulnerabilidad. Por ejemplo, en la sentencia de unificación SU-

446 de 201117, la Corte Constitucional hizo un pronunciamiento en torno a la 

relación existente entre la provisión de cargos de carrera mediante concurso de 

méritos y la protección especial de las personas que ocupan dichos cargos en 

provisionalidad y se encuentran en circunstancias especiales tales como las madres 

y padres cabeza de familia, prepensionados o personas en situación de 

discapacidad.   

Entonces, pese a la potestad de desvincular a los empleados públicos nombrados 

en provisionalidad en un cargo de carrera, para no vulnerar los derechos 

fundamentales de aquellas personas que están en condición de vulnerabilidad 

deben observarse unos requisitos propios de la estabilidad relativa o intermedia de 

que son titulares, entre ellos: 

 

(i)            La adopción de medidas de acción afirmativa tendientes a 

proteger efectivamente el especial contexto de las personas vinculadas 

en provisionalidad, y 

(ii)          La motivación del acto administrativo de desvinculación. 

Para la Corte Constitucional, antes de procederse al nombramiento de quienes 

superaron el concurso de méritos, las personas con una situación especial han de 

 
de la Nación) tenía el deber constitucional de emplear medidas de acción afirmativa tendientes a proteger 
efectivamente el especial contexto de las personas vinculadas en provisionalidad. 

16 Al respecto, ver, entre otras la sentencia T-462 de 2011 (MP Juan Carlos Henao Pérez) y la SU-446 de 2011 

(MP. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub). 

17 MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub; SV Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, Jorge Iván Palacio Palacio y 

Humberto Antonio Sierra Porto; AV Luis Ernesto Vargas Silva. En esta ocasión correspondió a la Corte, entre 

otros asuntos, resolver dos interrogantes: i) si la Fiscalía General de la Nación vulneró los derechos 
fundamentales a la igualdad, al trabajo, a la seguridad social y al debido proceso de quienes estaban en una 

situación de especial protección constitucional, al desvincularlos del cargo que ocupaban en provisionalidad, 
pese a su condición especial que obligaba a que se les brindara un trato preferente, cuando era posible 

desvincular a otros servidores en provisionalidad no sujetos a un trato preferente, y ii) determinar si la entidad 

demandada desconoció los derechos fundamentales a la igualdad y al debido proceso de los demás 
provisionales –no sujetos de especial protección– al no señalar de antemano los criterios de selección de los 

cargos específicos que serían provistos con personas que superaron el concurso. Concluyó que “[e]n el caso 
de los provisionales que son sujetos de especial de (sic) protección, si bien la Corte no concederá la tutela 

porque no ostentaban un derecho a permanecer en el empleo, sí se ordenará a la Fiscalía General de la Nación 

que, en el evento en que a la fecha de expedición del fallo existan vacantes disponibles en cargos iguales o 
equivalentes a aquellos que venían ocupando, sean vinculados en provisionalidad mientras se realiza un nuevo 

concurso. La desvinculación de estos servidores sólo será posible previo acto administrativo motivado en los 

términos de la sentencia SU-917 de 2010”. 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#13
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#43
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#44
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#46
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=4125#47
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=69316#0
https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=69316#0
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ser los últimos en removerse, y, en todo caso, en la medida de las posibilidades, 

deben vincularse nuevamente en forma provisional en cargos vacantes de la misma 

jerarquía o equivalencia de los que venían ocupando, siempre y cuando demuestren 

una de esas condiciones especiales al momento de su desvinculación y al momento 

del posible nombramiento.  

Respecto al retiro de los empleados provisionales que se encuentran en una 

situación especial por el nombramiento en periodo de prueba de prueba de quien 

ha ocupado el primer lugar en la lista de elegibles, la Sala Plena de la Corte 

Constitucional en sentencia C-901 de 2008, señaló: 

“… respecto de personas que se consideran sujetos de especial 

protección constitucional, como son las personas con discapacidad, ni 

la situación que afrontan las personas discapacitadas, en un mercado 

laboral que usualmente les es hostil y donde no es fácil procurar un 

trabajo, situación suele agravarse cuando las personas con 

discapacidad se acercan al momento en que adquieren el derecho a la 

pensión, por su misma condición y por la edad, amén de factores de 

índole económica. 

Esta situación pone sobre el tapete la necesidad de ponderar las 

circunstancias de tales sujetos y del respeto que se debe a su dignidad 

como seres humanos, frente al mérito privilegiado por la Constitución 

Política, y defendido por esta Corporación como factor de acceso al 

servicio público al declarar la inconstitucionalidad o tutelar los derechos 

de quienes ven limitados sus derechos por razones ajenas a la 

superación de las diferentes pruebas del concurso y relacionados con 

circunstancias particulares de los participantes, extrañas al mérito y 

vinculadas con fórmulas como, el lugar de origen o de prestación del 

servicio, la experiencia antigüedad, conocimiento y eficiencia en el 

ejercicio cargo para el que se concursa, el ingreso automático a la 

carrera o los concursos cerrados para ingreso o ascenso, reconocer a 

las pruebas de conocimientos generales o específicas -en este caso a 

la Prueba Básica general de preselección- un carácter exclusivamente 

eliminatorio y no clasificatorio, la estructuración de la lista de elegibles 

y el nombramiento respectivo en estricto orden de méritos de 

conformidad con los resultados del concurso. 

De acuerdo con la norma y jurisprudencia citada, le corresponde a la administración 

permitir en la medida de sus posibilidades que las personas que sean madres y 

padres cabeza de familia; que estaban próximas a pensionarse y las personas en 

situación de discapacidad sean reubicadas donde puedan conservar y progresar en 

el empleo. 

• Jurisprudencia constitucional sobre pre-pensionados 

En la sentencia T-186 de 2013, al analizar el caso de una servidora pública del 

Instituto Colombiano de Desarrollo Rural -INCODER-, quien ejercía en 

provisionalidad el cargo de Secretaria Ejecutiva y fue declarada insubsistente 

debido a la provisión de ese cargo a través del concurso de méritos, la Sala Novena 

de Revisión encontró probada la posible configuración de un perjuicio irremediable, 

dado que el salario de la actora, mujer cabeza de familia, servía de sustento para sí 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=67730#0


                       

10 
 

y para sus hijos, uno de ellos aquejado por una grave afectación a su salud, la cual 

era tratada por intermedio del servicio médico del que gozaba como beneficiario de 

su madre. En consecuencia, concedió el amparo constitucional solicitado: 

  

“4.  En cuanto al primer aspecto, se ha considerado que el afectado debe 

demostrar probatoriamente que su exclusión del empleo público lo pone en 

una situación de extrema vulnerabilidad, generalmente relacionada con 

la afectación cierta y verificable de su derecho al mínimo vital.  Sobre el 

particular, la Corte ha indicado que ‘…por regla general la acción de tutela 

es improcedente cuando se solicita el reintegro de empleados 

públicos a sus cargos, pues para controvertir los actos 

administrativos, por medio de los cuales la administración decide 

separarlos de los mismos, existe la acción de nulidad y 

restablecimiento del derecho ante la jurisdicción contencioso 

administrativa, la cual desplaza a la acción de tutela. || No obstante lo 

anterior, la Corte Constitucional ha admitido la procedencia 

excepcional de la tutela para solicitar el reintegro de servidores 

públicos a los cargos de los que han sido desvinculados, cuando en el 

caso concreto se advierte la vulneración de un derecho fundamental 

y se evidencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable, toda vez que 

en estos eventos la acción de nulidad y restablecimiento del derecho no 

proporciona una protección eficaz y adecuada a los derechos amenazados o 

vulnerados” (negrilla fuera del texto). 

 

En dicha providencia, se recordó que en la sentencia C-795 de 2009, la Corte 

armonizó la jurisprudencia constitucional en cuanto a la delimitación del concepto 

de persona prepensionada, objeto de amplias discusiones interpretativas: 

  

“(i) [Definición de prepensionado:] (…) tiene la condición de 

prepensionado para efectos de la protección reforzada reconocida por el 

legislador a sujetos de especial vulnerabilidad, en el contexto de procesos 

de renovación de la administración pública, el servidor público próximo a 

pensionarse al cual le falten tres (3) o menos años para reunir los 

requisitos de edad y tiempo de servicio o semanas de cotización para 

obtener el disfrute de la pensión de jubilación o vejez”. 

  

Finalmente, a partir de los precedentes expuestos en la sentencia, la Corte concluyó 

que (i) la decisión de la Administración de excluir del empleo público a quien lo 

ejerce en provisionalidad, debido a la necesidad de permitir el ingreso de quien ha 

superado el concurso de méritos, es una medida constitucionalmente adecuada, 

pues se sustenta en el carácter preminente de esa modalidad de provisión de 

cargos; (ii) sin embargo, la medida no resulta necesaria cuando quien ejerce el 

empleo en provisionalidad es un sujeto de especial protección constitucional, como 

sucede con las personas próximas a pensionarse y, a su vez, concurre un margen 

de maniobra para la Administración en cuanto a la provisión del empleo, en razón 

de la diferencia entre las plazas ofertadas y aquellas proveídas mediante la lista de 

elegibles correspondiente; y (iii) una decisión de ese carácter se muestra compatible 

con criterios de razonabilidad y proporcionalidad, a la vez que se resulta respetuosa 

de los derechos fundamentales de dichos sujetos de especial protección. Por lo 

expuesto, decidió confirmar la sentencia de segunda instancia que protegió los 

derechos fundamentales de la accionante. 
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En la sentencia T-326 de 2014 (M.P. María Victoria Calle Correa), la Corte 

Constitucional abordó el caso de una ciudadana que solicitaba el amparo de sus 

derechos fundamentales al trabajo, a la seguridad social y al mínimo vital, con 

ocasión de la notificación del acto administrativo que la declaró insubsistente en el 

cargo que venía desempeñando en provisionalidad como Auxiliar Área Salud - 

Código 412 - Grado 04 de la planta de personal de la E.S.E. Hospital San Rafael de 

Facatativá, producto del nombramiento del ganador del concurso de méritos sin 

tener en cuenta que estaba próxima a pensionarse, puesto que tenía cincuenta y 

cuatro (54) años cumplidos y acreditaba los requisitos para pensionarse el veintiséis 

(26) de julio de dos mil catorce (2014). Sumado a lo anterior, la tutelante era madre 

cabeza de familia y se encargaba del sustento del hogar. 

 

En esa ocasión, la Corporación decidió amparar los derechos de la accionante, bajo 

el siguiente argumento: “Dadas las circunstancias expuestas en el presente caso, y 

teniendo en cuenta la condición de prepensionada y madre cabeza de familia de la 

señora Ana Isabel Velásquez Arias, la E.S.E. Hospital San Rafael de Facatativá, 

vulneró los derechos fundamentales al trabajo, a la estabilidad laboral, a la 

seguridad social y al mínimo vital de la señora Ana Isabel Velásquez Arias, toda vez 

que si requería ocupar el cargo con la persona a quien correspondía en la lista de 

elegibles, debió respetar la situación de la actora, cuya condición de prepensionada 

le otorgaba el derecho a no ser despedida hasta que reuniera los requisitos para 

jubilarse y, por ello, designarla en provisionalidad en un cargo vacante igual o similar 

al que venía desempeñando y que no hubiera sido ofertado en un concurso público 

de méritos, hasta tanto fuera incluida en la nómina de pensionados de 

Colpensiones”. 

 

• Jurisprudencia constitucional sobre la importancia de garantizar el 

acceso a la pensión a los pre pensionados  

 

La garantía de acceso a la pensión para las personas que están próximas a jubilarse 

deviene de la figura del retén social que establece la Ley 790 de 2002, en la que se 

creó a favor de los prepensionados un régimen de transición para evitar su 

desvinculación en razón de la proximidad de la adquisición del derecho. 

  

En el marco de protección de los derechos de las personas próximas a pensionarse, 

el legislador promulgó la Ley 790 de 2002, “por la cual se expiden disposiciones 

para adelantar el programa de renovación de la administración pública y se otorgan 

unas facultades extraordinarias al Presidente de la República”.  El objeto de esta 

ley fue renovar y modernizar la estructura de la Rama Ejecutiva del orden nacional, 

con el fin de asegurar el cumplimiento de los fines del Estado bajo unos parámetros 

de sostenibilidad financiera. Para tal efecto, ordenó la fusión y la liquidación de 

distintas entidades en el contexto de lo que se denominó el Programa de 

Renovación de la Administración Pública (PRAD), disponiendo, al mismo tiempo, 

medidas de protección a favor de personas que por sus condiciones particulares 

podían resultar especialmente afectadas por la desvinculación. 

  

Dicha normativa, en su artículo 12, estableció un beneficio que cobijaba a las 

madres cabeza de familia sin alternativa económica, las personas con limitación 

física, mental, visual o auditiva y aquellos servidores públicos que dentro de los 
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tres (3) años siguientes contados a partir de la vigencia de la ley (27 de 

diciembre de 2002), cumplieran con la totalidad de los requisitos para 

disfrutar de la pensión de vejez o jubilación, toda vez que no podían 

ser retirados del servicio en el desarrollo del Programa de Renovación de la 

Administración Pública.  

  

En este sentido, el artículo 12 de la Ley 790 de 2002 creó a favor de las personas 

próximas a pensionarse, un régimen de transición que pretendía evitar su 

desvinculación dada la proximidad de la adquisición del derecho, bajo el entendido 

de que las personas que en menos de tres (3) años adquirieran el derecho a 

pensionarse, configuraron una confianza legítima en que serían pensionadas a la 

luz del régimen al cual estaban vinculadas. 

  

Posteriormente, se expidió la Ley 812 de 2003, “por la cual se aprueba el Plan 

Nacional de Desarrollo 2003-2006, hacia un Estado comunitario”, que en el último 

inciso del literal D del artículo 8 modifica la protección conferida por la Ley 790 de 

2002, disponiendo expresamente que los beneficios otorgados por dicha ley se 

aplicarían hasta el treinta y uno (31) de enero de dos mil cuatro (2004), exceptuando 

a las personas próximas a pensionarse, cuya garantía debía respetarse hasta el 

reconocimiento de la pensión de jubilación o de vejez. 

  

Mediante la sentencia C-991 del doce (12) de octubre de dos mil cuatro (2004), la 

Corte declaró la inexequibilidad del límite temporal establecido en la Ley 812 de 

2003 por considerar, en primer lugar, que constituía un retroceso respecto de lo 

estipulado por la Ley 790 de 2002, y, en segundo lugar, por ser violatorio del 

principio de igualdad, pues mientras que para la protección de las personas 

próximas a pensionarse no se había fijado ninguna restricción temporal, para las 

madres y los padres de familia sin alternativa económica y las personas en situación 

de discapacidad, dicho beneficio se aplicaría hasta el treinta y uno (31) de enero de 

dos mil cuatro (2004).  En este fallo la Corte recogió la posición fijada en la 

sentencia T-792 del veintitrés (23) de agosto dos mil cuatro (2004), mediante la cual 

se inaplicó la norma legal por violación del principio de igualdad constitucional y, 

sobre esa base, retiró del ordenamiento jurídico la expresión “aplicarán hasta el 31 

de enero de 2004”, con lo cual eliminó el límite temporal que perjudicaba a las 

madres y los padres cabeza de familia sin alternativa económica y las 

personas con limitación física, mental, visual o auditiva. 

  

A partir de la fecha, la Corte consideró que el retén social no tenía límite temporal 

alguno, o mejor, que la especial protección prevista en el artículo 12 de la Ley 790 

de 2002 se entendía vigente durante todo el programa de renovación institucional, 

es decir, se prolongaba hasta la liquidación definitiva de la entidad o la culminación 

jurídica de la misma. 

 

Ahora bien, frente a la situación de las personas a quienes les faltaba menos de 

tres (3) años para adquirir el derecho a la pensión y, específicamente en relación 

con la fecha en que debe empezar a contarse los tres (3) años señalados en la Ley 

790 de 2002, se presentaron diversas interpretaciones18.  No obstante, sobre este 

 

18 Las diferentes opciones interpretativas utilizadas por la jurisprudencia se analizan en la sentencia SU-897 

de 2012 (MP Alexei Julio Estrada; AV María Victoria Calle Correa), en atención a que el término de tres (3) 
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particular en la sentencia SU-897 de 2012, la Sala Plena definió el punto al señalar 

que “la Corte contará el período de tres años a partir del momento en que se 

determine la efectiva y real supresión del cargo, siendo este el momento 

determinante para la configuración o no de la garantía en cada caso concreto”. 

  

CASO CONCRETO 

 

Para el caso en concreto, encontramos que se cumplen las condiciones exigidas 

por la ley para ser considerada como prepensionada, lo anterior, fundamentado en 

que, si bien, actualmente tengo la edad mínima exigida por la ley para acceder a la 

pensión de vejez, a la fecha no tengo cotizadas el número mínimo de semanas 

requeridas por la legislación vigente, tal como consta en los documentos que anexo 

a la fecha. 

Adicionalmente a la fecha padezco HTA controlada bajo medicación prescrita hace 
más de 10 años, además, antecedentes de gonartrosis primaria bilateral de 
aproximadamente 2 años de evolución.  Para el momento me encuentro bajo Un 
Hallazgos Relacionados Con Condromalacia Patelar Sinovitis Severa miembro 
inferior en estudio con diferentes ayudas diagnósticas y medicación 
correspondiente, e interconsultas con nefrología en espera, situación que informe a 
la oficina de Talento Humano del Distrito de Cartagena mediante oficio AMC-OFI-
0088180-2020, allegando las correspondientes incapacidades médicas, 
incapacidades que estaban vigentes al momento de ser removida del cargo 
 
Así mismo, soy madre cabeza de familia, pues tengo bajo mi cargo, la manutención 

de mi familia, en especial mi madre de 88 años quien es adulto mayor no está en 

capacidad para trabajar y no tiene una pensión para subsistir y soy la responsable 

del ingreso económico de mi familia en forma permanente. Situación que acredito 

mediante declaración realizada ante notario del circulo notarial de Cartagena. 

Señor Juez, no cuento con ningún otro ingreso que me permita continuar realizando  
esos pagos y las cotizaciones exigidas por la ley para poder obtener la pensión de 
vejez, lo que conlleva a que si se le da cumplimiento al Decreto   0971 del 14 de 
septiembre de 2020 , expedido por el señor ADOLFO DORIA FRANCO, Director 
Administrativo de Talento Humano de la Alcaldía Distrital de Cartagena y/o no se 
me nombra en otro cargo de igual o de mejores condiciones de la planta de personal 
de la Alcaldía de Cartagena, se me causaría un perjuicio irremediable que afectaría 
el mínimo vital de mi familia, y tampoco me permitiría seguir cotizando para mi 
pensión, ya que a mi edad es difícil conseguir un nuevo empleo. 
 
Por las razones antes descritas, solicito que se le ordene a la Alcaldía Mayor de 

Cartagena dar cumplimiento a las medidas de acción afirmativa referidas en la 

jurisprudencia, tendientes a proteger efectivamente el especial contexto de las 

personas vinculadas en provisionalidad que se encuentran en situaciones 

especiales; y en este sentido se me permita ser nombrada en un cargo de la planta 

de personal de la Alcaldía Mayor de Cartagena, que tenga igual o mejores 

condiciones al que actualmente ocupo hasta tanto no cumpla con los requisitos de 

ley para acceder a mi pensión de vejez y de esta manera impedir que se frustre mi 

acceso al cumplimiento de los requisitos de causación de la pensión de vejez. 

 

 
años es un elemento constitutivo esencial de la definición de prepensionado, sin el cual se afrontan serias 

dificultades de precisión argumentativa para construir el concepto. 
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IV. JURAMENTO 

 
Bajo la gravedad de juramento manifiesto expresamente que no he presentado otra 
acción de tutela por los mismos hechos, sujetos y pretensiones.  
 

V. ANEXOS Y PRUEBAS 
 
DOCUMENTALES 
 

1. Historia Clínica 
2. Incapacidades Medicas 

➢ Incapacidad del 15 de septiembre de 2020 por 10 días 
➢ Incapacidad del 30 de septiembre de 2020 por 15 días 
➢ Incapacidad del 15 de octubre de 2020 por 3 días 
➢ Incapacidad del 20 octubre de 2020 por 7 días 

 
3. Declaración Extrajuicio de fecha 28 de octubre de 2020 
4. Certificado Fondo de Pensiones “Historia Laboral” 
5. Oficio AMC-OFI-0088180-2020 
6. La presente acción de tutela se aporta con los documentos pertinentes para 

resolver de fondo el asunto. Sin embargo, respetuosamente le solicito al 
Honorable Despacho, que, si en ejercicio de sus facultades para decretar 
pruebas, estima que requiere conocer más a fondo el proceso, requiera a la 
autoridad accionada para que allegue al trámite de tutela una copia en medio 
magnética de los documentos.   

 
 

VI. NOTIFICACIONES 
 
Accionante: Recibiré notificaciones en el correo electrónico 
virguinia_mr06@hotmail.com, teléfono 3126265327 
 
Accionada: Distrito de Cartagena    
 
De acuerdo a la página oficial, recibe notificaciones en el correo electrónico 
notificacionesjudicialesadministrativo@cartagena.gov.co 
 
Cordialmente, 
 
 

 
______________________________ 
VIRGINIA MALAMBO RODRIGUEZ 
CC. No. 45.450.144 

















































































INCAPACIDAD MEDICA                  REMISION

Fecha de inicio de la 
Incapacidad

30/09/2020Fecha de Finalizacion 
de la incapacidad

14/10/2020Dias de 
Incapacidad

15

Dx de la IncapacidadS836Origen de la 
Incapacidad

OBSERVACIONES DE LA INCAPCIDAD

Paciente con Esguince de rodilla. Sinovitis severa por IRM rodilla. Tiene cita con Ortopedia en 15 dias-. Debe limitar esfuerzo funcional. 

COMPENSAR  EPSContrato COMPENSAR EPS BOLIVAR EVENTOPROCESO A CARGO DE LA EPS

IPS Prestadora del Servicio:VIVA 1A IPS PIE DE LA POPACiudadCARTAGENA DE INDIASOrigen del ServicioPYP

Direccion IPSCarrera 22 N° 29 B - 100Telefono6937788F. Expedicion30/09/2020 - 14:41

Nombre del PacienteVIRGINIA  MALAMBO RODRIGUEZIdentificacionCC 45450144Tel. Contacto

Tipo de AfiliadoCOTIZANTEEdad57RegimenCONTRIBUTIVO

EmpleadorNO APLICACausa ExternaENFERMEDAD GENERAL

MD. OrdenadorVILLAREAL LASCARRO MARIO RAULRegistro Medico12306EspecialidadMEDICINA INTERNA

Orden Firmada Electronicamente por:
Ley 527 de 1999 Articulo 2 - 

VILLAREAL LASCARRO MARIO RAUL 
12306

Este documento es la incapacidad original diligenciada por el medico tratante pero debe ser radicada en la EPS según los tramites establecidos para obtener el reconocimiento económico en los casos 
que corresponda

VILLAREAL LASCARRO MARIO RAUL
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